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1. Introducción

Se pretende en esta comunicación hacer un análisis histórico de la negociación colectiva en España, los diferentes modelos que existen en los países de nuestro entorno, de los últimos cambios legislativos y sociales que se han cernido sobre ella, y como conclusión, introducir un análisis técnico de la última reforma, o última vuelta de tuerca, introducida por el Real Decreto Ley 7/2011, de 10 de junio, de medidas urgentes para la reforma de la negociación colectiva. 

Las consideraciones de parte son efectuadas por un actor de los procesos de negociación colectiva, en especial en el ámbito sectorial en Aragón, y en el ámbito de la empresa, dentro de la representación sindical en las mesas de negociación, y con más de diez años de experiencia.

Cabe destacar, desde el inicio, que si calificamos las etapas de la negociación colectiva en España en los últimos cuarenta años, y las enumeramos como: antecedentes, origen, desarrollo y declive, en octubre de 2011 nos encontramos sin duda en la última. Muchos son los factores que han contribuido a que nos encontremos en ella. En especial, el deterioro del factor trabajo, el fin de la etapa de desarrollo asistido español desde principios de los años ochenta del siglo pasado, la entrada en el mercado de trabajo de jóvenes sin formación social, el declive del poder sindical, el cada vez mayor reconocimiento social del papel del empresario, la interiorización en la clase trabajadora de los dogmas del neoliberalismo, la progresiva sustitución de trabajadores con derechos por trabajadores con muchos menos, la competencia sindical, el papel antisocial de los medidos de comunicación (en especial de los de masas), y las sucesivas y planificadas crisis económicas.

2. Modelos de negociación colectiva

2.1. Modelos de negociación colectiva en Europa y la OCDE

La negociación colectiva juega diferentes papeles en cada uno de los países europeos. Sin bien su función principal es la fijación de las condiciones de trabajo, esta función se encuentra fuertemente influida en cada país por condicionamientos inherentes a la idiosincrasia social, histórica y económica de cada sociedad. La OCDE señalaba a finales del pasado siglo que conviven tres sistemas complementarios de negociación colectiva.

1. Concertación o marco nacional de negociación: predominante en Bélgica, Países Bajos y Portugal (en menor medida en España).

2. Marco sectorial: con fuerte tradición en Austria, Alemania, Países Bajos y Suiza.

3. Nivel de empresa o de planta: mayoritario en EE.UU., Canadá y Gran Bretaña.

Estos tres marcos se entrelazan entre sí en la mayor parte de los países, si bien existen casos extremos como el caso de Austria, en el que la ley solo permite la negociación de sector, y los casos de EE.UU. y Gran Bretaña, en los que la ley fomenta la negociación en las empresas. Las características que presenta la negociación en cada país recalcan la singularidad de las peculiaridades propias [Cuadro 1]. En general, como es lógico, el grado de coordinación en la negociación depende directamente del peso de los agentes sociales; esta, pues, estrechamente ligado a la densi​dad sindical y a la organización de las asociaciones empresariales. Mayor inte​rés presentan las singularidades de los modelos de negociación en dos aspec​tos:

a) El grado de extensión de los convenios colectivos: así podemos comprobar cómo es frecuente la extensión en Francia, Bélgica, Austria y Portugal, mientras que es mínima o inexistente en Gran Bretaña, Japón, EE.UU., Noruega, Suecia y Canadá. Alemania, España y Países Bajos presentan un limitado grado de extensión de los convenios colectivos.

b) Negociación colectiva por sectores: está en directa relación con el grado de sindicalización. Destaca en toda Europa la negociación en sectores tradi​cionales como transporte e industria manufacturera y resulta especialmente común a todos los países el crecimiento en la sindicación, y por ende en la negociación sectorial, en el sector público (si bien subsisten límites en algunos países, especialmente en la aplicación de ajustes salariales).
Cuadro 1:   Negociación Colectiva en Europa
	
	Densidad
	Tasa de
	Tipo de
	Capacidad de

	
	sindical
	cobertura
	negociación
	aplicación

	Alemania
	32
	90
	sectorial (regional)
	alta

	Austria
	46
	98
	sectorial
	alta

	Bélgica
	51
	90
	3 niveles, sectorial (reg)
	limitada

	España
	11
	68
	3 niveles, sectorial
	limitada

	Finlandia
	72
	95
	nacional
	alta

	Francia
	10
	92
	sectorial (reg) extensión
	limitada

	Gran Bretaña
	39
	47
	empresa
	nula

	Noriega
	56
	75
	nacional
	alta

	Países Bajos
	26
	71
	sectorial
	limitada

	Portugal
	32
	79
	nacional y sectorial
	limitada

	EE.UU.
	16
	18
	empresa
	nula

	Japón
	25
	23
	empresa. explícito
	alta

	Suecia
	83
	83
	nacional, sectorial
	limitada


Fuente: OCDE
2.2. Tendencias de la negociación

La negociación colectiva constituye el principal eje de debate en el proceso de flexibilización de las relaciones laborales en toda Europa. Nuevamente ha sido Gran Bretaña el país que inició los movimientos precisos que alertaban esta tendencia. La regulación flexibilizadora británica ha for​zado a la negociación por empresa, pero, lo que es más importante, en los últimos años se ha iniciado un proceso de deslegitimación de los sindica​tos en la negociación colectiva en la empresa atribuyendo la legislación a la empresa la posibilidad de tal deslegitimación e una «vuelta de tuerca» mas al poder delos sindicatos en el marco de relaciones laborales británico.
El proceso británico está inserto en un contexto de reducción del nivel de afiliación sindical. Metcalf ha calculado que la legislación antisindical aprobada en los ochenta ha sido la causante de una cuarta parte de la reducción total de afiliados.

Pero aparte del caso británico, la pregunta que tenemos que responder es si la tendencia de la negociación colectiva en Europa ha sido homogénea; esto es, si bien ya hemos comprobado que no existe un único modelo de negociación en Europa o en la OCDE, tenemos que analizar si han existido unas pautas comunes que permitan concluir la plasmación de unas tenden​cias comunes. El estudio de estas tendencias se efectúa a partir de cuatro indicadores: densidad sindical; cobertura de la sindicación, descentralización negociativa y el papel de los órganos de representación.

1. Evolución de la densidad sindical. En cierta medida, los aumentos en la tasa de desempleo afectan negativamente a la afiliación sindical, según los datos que la OCDE muestra periódicamente. Asimismo, junto a ésta variedad en el peso de los sindicatos en cada país, debe apreciarse que en los países europeos los sindicatos juegan también un papel “político” en cuanto participan en numerosas instituciones como órgano de consulta. También puede afirmarse que la extensión de convenios colectivos reduce los incentivos a la afiliación sindical de los trabajadores.

2. Cambios en la cobertura de la negociación colectiva. Un segundo tópico sobre las tendencias generalizadas de la negociación colectiva en Europa hace referencia a una disminución en la cobertura de la negociación en los años ochenta del siglo pasado. Las conclusiones que se extraen del estudio por países, a partir de los datos de la OCDE, permite exponer una serie de consideraciones:

a) Los datos no confirman esa disminución, salvo en el caso de Gran Bretaña.

b) La tendencia es que disminuye la tasa de cobertura en aquellos países donde el marco de negociación es el de la empresa.

c) En todo caso, se comprueba que la causa principal de los cambios en la cobertura de la negociación colectiva son los cambios en el plano institucional y jurídico. Ésta conclusión que se extrae de la experiencia de los países europeos en los años ochenta del siglo pasado es de especial importancia para el caso español a partir de la reforma de la negociación colectiva de 1994, y volverá a serlo tras la aprobación del Real Decreto Ley 7/2011, de 10 de junio, de medidas urgentes para la reforma de la negociación colectiva.

3. Descentralización negociativa. Se da a entender que la negociación colectiva tiende hacia una mayor descentralización y llega a su máximo en el nivel de empresa. En este sentido, cabe realizar unas consideraciones:

a) Es generalizado que en todos los países el interés de las confederaciones o asociaciones empresariales es conseguir el máximo nivel de descentralización, y por ende de protección de los convenios colectivos.

b) La consecución de este logro ha sido evidente en el ámbito de la OCDE en EE.UU., Gran Bretaña, Suecia y Nueva Zelanda.

c) En la mayoría de los países se ha mantenido la negociación por sectores, como el caso de España.

4. Papel de los órganos de representación. En los informes de la OCDE se observa que los derechos de representación de los trabajadores son mucho más limitados en los países del sur de Europa. Asimismo, se aprecia una orientación política contra el papel de la negociación colectiva y más en concreto contra el papel de los sindicatos.

En conclusión, y a partir del análisis de los modelos de negociación colectiva en Europa, podemos comprobar que nuestro modelo en sus líneas generales no presenta una excepción al comportamiento general. En contra de la actual deriva de las cosas, los sindicatos debemos reforzar y asegurar el marco de negociación colectiva sectorial (estatal, autonómica y provincial).

3. Evolución de los salarios pactados en convenios colectivos 

La insistencia de las organizaciones empresariales reclamando a los sindicatos moderación salarial no es exclusiva de etapas de recesión económica y del empleo. Lo cierto es que es un discurso nacido en la transición democrática española, en la que se legalizaron los sindicatos, se institucionalizaron los derechos de los trabajadores y, desde ese mismo momento, se diseñó su devaluación. Tal y como dice un histórico dirigente de la Unión General de Trabajadores, José María Zufiaur, “en los setenta el capital empezó a librarnos (a los trabajadores y a los sindicatos) una guerra”. Si la está, o la ha ganado ya, depende de apreciaciones personales. Ciertamente España tiene una mayor debilidad con respecto a los países de su entorno. A parte de los ya señalados en la introducción, los españoles pasamos los denominados “años buenos” (1945-1975) sumidos en una dictadura altamente represiva con las clases populares, no solo desde el punto de vista físico, sino desde el terreno cultural y formativo. El movimiento obrero volvía a emerger, tras la muerte del dictador, con ganas, muy ideologizado, pero con muchas servidumbres. 

La estructura de las relaciones laborales post-dictadura fue una auténtica claudicación de las organizaciones políticas y sindicales de la Izquierda. La convivencia contra natura de dos modelos de relaciones laborales, el predominante y más potenciado por los poderes económicos, basado en la representación unitaria de los trabajadores (elecciones sindicales) y los convenios colectivos de eficacia general, y la basada en la representación sindical (afiliación) es en puridad una debilidad sindical que se traslada al conjunto de la clase trabajadora. Sobre todo porque la primera, la más potenciada, desincentiva la afiliación y desconexiona a los trabajadores de los focos de tomas de decisiones en los convenios colectivos.

Estas debilidades han potenciado en nuestro país un fenómeno global, la persistente pérdida del peso de los salarios con respecto a las rentas del capital. De hecho, el coeficiente de Gini (que mide las desigualdades de renta en un país), es de los mas elevados de la UE. En España, en 2008 era de 31.3 (en la UE-15 era de 29.9). Como resultado de las políticas económicas neoliberales, el porcentaje que las rentas del trabajo representaban de todas las rentas nacionales bajaron en España del casi el 70 % en 1992 al 62 % en 2008, una bajada mucho mayor que la que ocurrió en el promedio de la UE-15 (del 70 % al 66 %). Asimismo, España es uno de los países que menos grava las rentas del capital, y más las del trabajo. El gravamen máximo de impuestos de la renta es un 43 %, comparado con un 56 % en Suecia, un 54 % en Bélgica, un 52 % en Holanda. Las rentas del Capital tributan un máximo del 30 %. En Francia el 35 %, en Bélgica el 34 %. En España, un rico (el 1 % de la renta superior) paga en impuestos el 20 % de lo que paga su homólogo en Suecia. Otro dato demoledor es, según la OIT, que durante el período comprendido entre 2001 y 2007 los salarios medios reales crecieron un 1,9 % al año. En España, Japón y EE.UU. el crecimiento fue próximo al 0 %.

En España, la importante e histórica moderación salarial es prácticamente paralela a la evolución del Índice de Precios al Consumo. Aunque existe una estrecha relación entre la evolución salarial y la de la inflación, no puede descartarse la incidencia de la situación de la economía, PIB real y empleo, en el comportamiento de los salarios, lo que puede cuestionar la aseveración de los economistas del pensamiento único sobre la falta de flexibilidad de los salarios de los trabajadores españoles.

Los convenios colectivos, junto con la política fiscal, son un instrumento vital para la redistribución de las rentas. El debilitamiento de la negociación colectiva busca mermar el poder sindical, deslegitimarlo, y reducir de forma notable el trasvase de capital de los empresarios a los trabajadores, empobreciendo a estos últimos cada vez más. En suma, para el pensamiento único, el establishment financiero y empresarial, junto con sus brazos ejecutores, los partidos políticos y los gobiernos, la piedra filosofal del crecimiento de los países y de su competitividad son los bajos salarios. Países con bajos salarios compiten mejor en el mercado global y atraen más capitales. Los cimientos del denominado “milagro español”, la etapa de crecimiento del PIB y del empleo en España desde finales del siglo pasado hasta 2007, han sido los bajos salarios. Con ellos, España ha podido competir deslealmente con el resto de países de su entorno.

4. El tejido empresarial español y su incidencia en la negociación colectiva

En Europa, menos en España, Italia y Portugal, la amplia mayoría de las microempresas (empresas entre 1 y 9 trabajadores) ocupan a menos del 30 % de los asalariados. En España, las microempresas representan el 93 % del total del tejido empresarial. Estas microempresas emplean al 40,6 % de los asalariados españoles. Uno de los países en los que se encuentra la antítesis europea a España es Francia. En este país, el 37,7 % de los asalariados se emplean en empresas de más de 250 trabajadores. En España solo el 20,3 % de los asalariados se emplean en grandes empresas. En Francia, tan solo el 24,5 % de los asalariados se emplean en microempresas. 

Esta alta tasa de dispersión de los trabajadores favorece que, para su mejor defensa, se potencien los convenios colectivos sectoriales, ya que en el ámbito de la empresa el empleador “respira” diariamente en la nuca del trabajador, y ese efecto coercitivo es difícil de vencer. 

Por ello, las voces que manifiestan que hay que acercar paulatinamente la negociación colectiva al ámbito de la empresa no buscan mas que debilitarla aún más. Si la realidad del tejido empresarial español no fuera la que es, no podría afirmarse tal tesis.

5. Reforma de la negociación colectiva de 2011

El Real Decreto Ley 7/2011, de 10 de junio, de medidas urgentes para la reforma de la negociación colectiva es una decisión unilateral del Gobierno que no recoge los compromisos alcanzados en el proceso de negociación de los interlocutores sociales y no refleja los criterios básicos acordados en el Acuerdo Social y Económico.

Asimismo, el desarrollo y adaptación de nuestro sistema de relaciones laborales requiere de la participación e implicación de los interlocutores sociales a través de acuerdos entre partes en el ámbito interconfederal. Por ello, cabe esperar que las organizaciones empresariales más representativas compartan esta visión y apuesten por recuperar el diálogo social sobre negociación colectiva.

A su vez, la entrada en vigor del RD-Ley exige el impulso y refuerzo de la negociación de los convenios colectivos para proteger los derechos de los trabajadores.

Estructura de la negociación colectiva y concurrencia de convenios colectivos

Se mantiene la competencia de los acuerdos interprofesionales  firmados por  las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, y de los acuerdos y convenios colectivos sectoriales, estatales o autonómicos, de fijar la estructura de la negociación colectiva y las reglas para resolver conflictos de concurrencia de convenios de distinto ámbito.

No se exige que el convenio o el acuerdo sectorial estatal o autonómico que establezca la estructura y las reglas de concurrencia, sea firmado por los sindicatos más representativos, sino que se remite a las  reglas ordinarias de legitimación, que son las que establece el artículo 87 (los sindicatos más representativos y los representativos).

Se suprime la mención a la determinación de los principios de complementariedad de las diversas unidades de negociación y la previsión de reserva de negociación en ámbitos inferiores que se venía estableciendo para los acuerdos marco (Art. 83.2 ET).  

No obstante haber desaparecido en la nueva redacción del Art. 83.2 la posibilidad de poder establecer por acuerdo interprofesional o convenio colectivo estatal o autonómico, “los principios de complementariedad de las unidades de contratación, fijándose siempre en este último supuesto las materias que no podrán ser objeto de negociación en los ámbitos inferiores”, se sigue pudiendo operar sobre los ámbitos inferiores a través de las cláusulas de estructura y de la fijación de las reglas para resolver los conflictos de concurrencia, determinando, en su caso,  el convenio aplicable, ya sea en su totalidad, ya sea  en determinadas materias, si bien no con igual alcance el acuerdo interprofesional que el convenio o acuerdo sectorial o autonómico, como se analiza a continuación. 

El actual artículo 84 garantiza, con mayor efectividad respecto al sector, la estructura y reglas de concurrencias, establecidas al amparo del artículo 83.2, a diferencia del texto anterior. 

Así, la nueva redacción que se propone del artículo 84 apartado 1, idéntico al actual párrafo primero del mismo artículo, puesta en relación con los nuevos apartados que se introducen, va a tener  principalmente efectos respecto al convenio provincial, que no va a poder afectar en ninguna materia al sectorial superior, salvo pacto en contrario negociado por acuerdo interprofesional, convenio colectivo o acuerdo sectorial estatal o  autonómico (Art. 83.2).

En la nueva redacción que se propone del apartado 3, ya sólo los convenios sectoriales autonómicos, y no así los sectoriales inferiores, podrán afectar al convenio estatal. También podrán afectar los acuerdos autonómicos a los acuerdos estatales. No obstante,  a nivel estatal,  se podrá pactar la no afectación del convenio o del acuerdo autonómico al  estatal.

En el nuevo apartado 4, se establece que salvo que otra cosa se pacte a nivel estatal,  hay materias que de estar negociadas en el ámbito estatal no serán negociables en el ámbito de comunidad, materias  que son las mismas que las que hasta ahora recoge en articulo 84, salvo alguna adaptación técnica, a las que se ha añadido la jornada máxima de trabajo.  

Reforzamiento del convenio de empresa sobre determinadas materias a través de lo que se denomina “prioridad aplicativa” del convenio de empresa respecto al convenio sectorial:
· La cuantía del salario base y de los complementos salariales, incluidos los vinculados a la situación y resultados de la empresa.

· El abono o la compensación de las horas extraordinarias y la retribución específica del trabajo a turnos.

· El horario y la distribución del tiempo de trabajo, el régimen de trabajo a turnos y la planificación anual de las vacaciones.

· La adaptación al ámbito de la empresa del sistema de clasificación profesional de los trabajadores.

· La adaptación de los aspectos de las medidas de contratación que se atribuyen por la presente ley a los convenios de empresa.

· Las medidas para favorecer la conciliación entre la vida laboral, familiar y personal. 

Esta disposición de preferencia del convenio de empresa se extiende a los convenios de grupo o agrupamiento de empresas. 
Esta previsión legal de preferencia aplicativa del convenio de empresa se aplicará en defecto de regulación contenida en el acuerdo o convenio sectorial, estatal o autonómico, que fije otras reglas distintas sobre estructura, lo que otorga a estos convenios sectoriales estatales o autonómicos un papel principal y decisivo en la determinación del ámbito de competencia del convenio de empresa. La redacción del artículo 84.2 permite al acuerdo interprofesional alterar la preferencia del convenio de empresas en las materias señaladas.

El convenio colectivo sectorial que pierde relevancia en este nuevo esquema es el de ámbito provincial, que salvo que el convenio estatal o autonómico lo impidan perderá rango y ámbito de competencia respecto al convenio de empresa. 

En resumen podemos decir, que el convenio provincial es el que queda más limitado en materia de aplicación preferente, el convenio de empresa tendrá preferencia aplicativa en determinadas materias, incluida la salarial, salvo pacto en contrario por los instrumentos de negociación (convenios y acuerdos sectoriales de ámbito estatal o autonómico) previstos en el artículo 83.3, y el convenio autonómico tendrá preferencia, salvo en determinadas materias al estatal,  salvo pacto en contrario del acuerdo o convenio estatal.
Contenido y vigencia de los convenios colectivos

Agilización del proceso de negociación, al preverse por una parte un plazo mínimo para la denuncia del convenio vigente de tres meses antes de su finalización, salvo pacto en contrario, y la necesidad de iniciar el proceso de negociación, constituyendo la comisión negociadora, en el mes siguiente a la denuncia, salvo que el convenio establezca otro régimen. Estas medidas supondrán anticipar el comienzo de la negociación (artículo 85.3.d).

El plazo máximo para el inicio de las negociaciones del nuevo convenio,   salvo pacto en contrario, está establecido, por remisión del propio artículo 85.3.e),  en el artículo 98.1 y 2. Así, desde la denuncia, que ha de ser simultanea a la comunicación a la otra parte, hay un plazo de un mes para constituir la mesa negociadora, y desde esta fecha hay un nuevo plazo máximo de quince días para el inicio de la negociación.  En decir, salvo pacto en contrario, la negociación del nuevo convenio debe empezar mes y medio antes de que finalice el convenio vigente. 

La comisión negociadora deberá establecer un calendario o plan de negociación, con el fin de que ésta se inicie efectivamente en el plazo de quince días desde su constitución.

También en esta línea se prevé expresamente la adopción de acuerdos parciales durante el proceso de negociación, con la vigencia que las partes determinen.

Establecimiento de un plazo máximo de negociación que se fija en 8 meses, para los convenios con vigencia inicial inferior a dos años, y en 14 meses para el resto, salvo pacto expreso previsto en el propio convenio. Los plazos de negociación comienzan a contar desde la  pérdida de la vigencia (Art. 85.3.f y 89.2 párrafo tercero), pérdida de vigencia que debe ser interpretada desde la terminación de la vigencia inicial.
El transcurso de estos plazos no supone la pérdida de vigencia del convenio (manteniéndose la ultraactividad), sino la necesidad de aplicar procedimientos de solución de conflictos (mediación y en su caso arbitraje, que puede haberse asumido como compromiso previo). Hasta que los acuerdos interprofesionales de solución de conflictos no se adapten a las nuevas previsiones legales (que deberán hacer antes del 30 de junio de 2012), las partes al término de estos plazos máximos sin obtener acuerdo en el proceso de negociación del convenio, se someterán a un arbitraje (Art. 83.3 y Disposición Adicional primera, apartado 2).

Incorporación al contenido mínimo del convenio medidas de flexibilidad interna, y en concreto un porcentaje máximo y mínimo de distribución irregular de jornada (que si no resulta pactado se cifrará en la ley en el 5%), además de procedimientos y periodos temporales y de referencia para la movilidad funcional (Art. 85.3.i).
Legitimación para negociar los convenios colectivos

Legitimación sindical

· Prioridad en la negociación en la empresa de  las secciones sindicales.

· En los convenios franja se permite la negociación a las secciones sindicales designadas mayoritariamente por sus representados a través de votación personal, libre, directa y secreta. La nueva redacción no es muy afortunada, en tanto que plantea  problemas sobre quien tiene derecho a voto y quién y cómo se celebra el proceso de votación, no obstante en un primer análisis del texto se puede considerar que la nueva redacción conlleva más modificaciones de forma que de fondo, siendo la nueva legitimación igual a la anterior. 

· Previsión expresa de la legitimación negocial en los grupos o agrupamientos de empresas, a los que se aplica la regla de legitimación de los convenios sectoriales.

Legitimación empresarial

Reconocimiento de legitimación inicial a las asociaciones empresariales que cuenten con empresas que ocupen el 15% de los trabajadores del sector.
· En el supuesto caso de no reunir ninguna asociación el requisito del 10% de los empresarios, siempre que de ocupación al igual porcentaje de trabajadores, así como del 15% de trabajadores afectados, se otorga la  legitimación a las asociaciones de ámbito estatal con el 10 % o más de empresas o trabajadores en ese ámbito, y a las de comunidad autónoma con un mínimo del 15 %.

· En el grupo de empresas, o en el caso de pluralidad de empresas, la legitimación  corresponde a la representación de  estas.

Modificaciones en la comisión negociadora

· Reconocimiento de legitimación negocial plena a las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, en el ámbito estatal o autonómico, cuando no existan órganos de representación unitaria de los trabajadores o asociaciones empresariales con suficiente representatividad, respectivamente. Esta importante regla facilitará la negociación sectorial cuando existan problemas para acreditar la representatividad empresarial.
La comisión negociadora en el ámbito de empresa estará compuesta por un máximo de 13 miembros por cada parte (en lugar de 12). Se corrige una anomalía del sistema que establecía un número par de miembros y no se correspondía con el número máximo establecido para el Comité Intercentros (13 miembros).

Aplicación e interpretación del convenio colectivo

Se refuerzan las competencias de las Comisiones Paritarias.

· Se le podrán atribuir nuevas competencias, entre ellas las siguientes (Art. 85.3.h):

· Los términos y condiciones para el conocimiento y resolución de las cuestiones en materia de aplicación e interpretación de los convenios colectivos de acuerdo con lo establecido en el artículo 91.

· El desarrollo de funciones de adaptación o, en su caso, modificación del convenio durante su vigencia, para lo que deberá incorporarse a la comisión paritaria la totalidad de los sujetos legitimados para la negociación.  
Los términos y condiciones para el conocimiento y resolución de las discrepancias tras la finalización del período de consultas en materia de modificación sustancial de condiciones de trabajo o inaplicación del régimen salarial de los convenios colectivos, de acuerdo con lo establecido en los artículos 41.6 y 82.3, respectivamente.

· La intervención que se acuerde en los supuestos de modificación sustancial de condiciones de trabajo o inaplicación del régimen salarial de los convenios colectivos, cuando no exista representación legal de los trabajadores en la empresa.

· El conocimiento y resolución de los conflictos derivados de la aplicación e interpretación de los convenios colectivos corresponde a las comisiones paritarias (Art. 91.1 y 2), por lo que deberán intervenir con carácter previo, a la presentación del conflicto en el ámbito de los procedimientos no judiciales o ante el órgano judicial competente.

Las resoluciones de la comisión paritaria sobre interpretación o aplicación del convenio tendrán la misma eficacia jurídica y tramitación que los convenios colectivos regulados en la presente Ley.
Se continua potenciando los sistemas de solución extrajudicial de conflictos ahora a través de su intervención en los procesos de bloqueo de la negociación colectiva al transcurrir el plazo máximo de 8 o 14 meses, salvo que el convenio fije otro distinto. Los convenios que en la actualidad no están adheridos a los sistemas de solución extrajudicial de conflictos, estatal o autonómicos, salvo que resulten de aplicación directa, se verán obligados a adherirse y someterse a estos sistemas, por resultar contenido mínimo y exigible del convenio (Art. 85.3.g y 86.3).

Flexibilidad interna negociadora

1 SECCIONES SINDICALES (Artículo 6 del RD-Ley)

Se refuerza formalmente su intervención sobre todo en el desarrollo de los periodos de consultas de las medidas colectivas de movilidad geográfica, modificación sustancial de las condiciones de trabajo y regulaciones de empleo; previéndose su intervención como interlocutores, en lugar de la representación unitaria, cuando lo decidan las propias secciones sindicales, siempre que ostenten la mayoría en el comité de empresa o entre los delegados de personal.

Igual previsión opera respecto al descuelgue salarial, en tanto que el Art. 82.3, párrafo segundo, se remite a los sujetos legitimados conforme lo previsto en el Art. 87.1, donde también se contempla la prevalencia de las secciones sindicales.

En caso de desacuerdo en la modificación sustancial de las condiciones de trabajo  establecidas en convenio colectivo y en descuelgue salarial (Art. 41.6, párrafo segundo y 82.3, párrafo sexto), cualquiera de las partes podrá someter la discrepancia a la Comisión paritaria del convenio, que dispondrá de un plazo máximo de siete días para pronunciarse, a contar desde que la discrepancia le fuera planteada.

El Art. 6 apartado cinco del RD-Ley modifica el  párrafo segundo del apartado 3 del artículo 82, para incluir como nueva causa de descuelgue salarial, la disminución persistente del nivel de ingresos de la empresa, previsión que la Ley 35/2010 introdujo para el despido colectivo en el Art. 51.
Apoyo institucional para la gestión de la negociación colectiva

· Se prevé la constitución del Consejo de Relaciones Laborales y de Negociación Colectiva y de un Observatorio de Negociación Colectiva en su seno, órgano de participación con funciones de información, asistencia, asesoramiento y estudio en la materia.

Este Consejo sustituirá antes del año 2012 a la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos.

· Se prevé revisar los modelos de hojas estadísticas de los convenios y facilitar su cumplimentación, así como identificar otras vías de conocimiento del contenido de los convenios. 

· Se exigirá como dato obligatorio en los documentos de cotización a la Seguridad Social la determinación del código del convenio aplicable en la empresa. 

Se creará un grupo técnico tripartito para que antes de 31 de diciembre de 2011 realice análisis completo de la situación actual de vigencia de los convenios colectivos, con el fin de proponer medidas que faciliten la información pública de la vigencia y los efectos de los convenios.

Derecho transitorio derivado del Real Decreto Ley

· Antes de 30 de junio de 2012 los interlocutores sociales deberán adaptar los sistemas de solución extrajudicial de conflictos a las previsiones de la nueva ley.

El RD-Ley, conforme se establece en la disposición final tercera, entrará en vigor al día siguiente de su publicación, no obstante, en la disposición adicional primera, se indican otros regímenes de aplicación temporal en:

· Las modificaciones en materia de legitimación  entrarán en vigor cuando se inicien nuevas negociaciones (convenios o periodos de consulta).

· Las modificaciones referentes a plazos de denuncia y negociación  serán de aplicación a aquellos convenios colectivos cuya vigencia pactada termine a partir de la entrada en vigor de la nueva norma.

· Las modificaciones restantes del articulo 85.3 (adhesión sistemas de solución extrajudicial de conflictos, comisiones paritarias, medidas flexibilidad, incluido el porcentaje máximo y mínimo de distribución jornada y previsiones movilidad funcional), serán de aplicación a los próximos convenios que se firmen a partir de la entrada en vigor del RD-Ley.  

Nada se dice respecto a la entrada en vigor de las modificaciones del artículo 83 y 84, por lo que se podría entender que entran en vigor inmediatamente, cuando por respeto al principio de seguridad jurídica y equilibrio de lo acordado en los convenios colectivos actualmente vigentes, la entrada en vigor del artículo 1, en el que se modifica los artículos 83 y 84 del Estatuto de los Trabajadores, no debería producirse hasta la firma de los próximos acuerdos o convenios que al amparo del artículo 83.2 les corresponde fijar las cláusulas de estructura y concurrencia.

6. Epílogo

Los trabajadores estamos consagrados por las normas laborales como la parte débil de las relaciones laborales. Los empresarios, como pagadores, ejercen un poder de seducción entre sus asalariados infinitamente superior al que puede ejercer un representante de los trabajadores o una organización sindical, por lo que el reto para los últimos es derribar los muros del miedo para poder esgrimir derechos, unos de mínimo necesario, y otros de conquista.

Bien es cierto que tal y como está estructurada nuestra sociedad, y tal y como está configurado el sistema de relaciones laborales, los trabajadores, para defender derechos  y conquistar mejores condiciones laborales, tenemos que proyectar a los poderes públicos y a los empleadores que somos una amenaza creíble. Lógicamente una amenaza legítima y legal, en el sentido de poder plantear obstáculos a los profetas de la desregulación y a los que, de la agresión contra los derechos de los trabajadores, hacen casi un modo de vida.

No puede, aunque debiera, plantearse en el corto plazo un cambio cultural en nuestro país, tanto en la clase trabajadora como en la empresarial, por lo que los sujetos que se ven inmersos en la negociación de condiciones de vida y de trabajo tienen que enfrentarse con sus propias miserias y con las ajenas, y casi siempre desde la incomprensión de unos y otros.

La negociación colectiva no solo está puesta en cuestión por el pensamiento único, la traducción a términos ideológicos de pretensión universal de los intereses de un conjunto de fuerzas económicas, en especial las del capital internacional, sino que se considera una auténtica traba para el desarrollo empresarial, el desarrollo de un país y el empleo. Es por ello por lo que está herida de muerte y, quienes deberíamos estar más preocupados por este hecho, los trabajadores y las organizaciones empresariales, nos conformamos con ser meros espectadores de los acontecimientos que la deriva neoliberal nos impone.
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